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			La responsabilidad estatal por los daños causados por los grupos armados en la jurisprudencia del Consejo de Estado de Colombia

			Resumen

			En el derecho colombiano se empezaron a reconocer los daños causados por los enemigos del Estado a partir de la segunda mitad del siglo XIX, tradición jurídica que mantuvieron las altas cortes y que se conserva hasta hoy. 

			A pesar de que, en la actualidad, es indudable la posibilidad de reconocer los daños causados por los grupos armados ilegales, el Consejo de Estado ha fijado unos parámetros para su reparación integral, los cuales no conocen todos los operadores jurídicos. 

			Ante este vacío, fue necesario, tanto desde una perspectiva académica como desde una jurídica, sistematizar la jurisprudencia para que abogados, jueces, litigantes y todo el que quiera conocer el complicado mundo de la responsabilidad estatal pueda acceder fácilmente a esta información y, concretamente, al complejo tema de “La responsabilidad estatal por los daños causados por los grupos armados en la jurisprudencia del Consejo de Estado de Colombia”.

			Palabras clave: derecho, jurisprudencia, aspectos constitucionales, responsabilidad del Estado, violencia, conflicto armado, daños y perjuicios.

			State liability for damages caused by armed groups in the jurisprudence of the Colombian Council of State

			Abstract

			Colombian law began to recognize damages caused by enemies of the State in the second half of the 19th century, a legal tradition maintained by the high courts and preserved to this day.

			Although the possibility of recognizing the damages caused by illegal armed  groups is currently unquestionable, the Council of State has established some parameters for their integral reparation, which are not known to all legal operators.

			Given this void, it was necessary to systematize the case law from both an academic and legal perspective so that lawyers, judges, litigants, and anyone who wants to learn about the complicated world of state liability can easily access information on this topic and, specifically, on the complex issue of “State liability for damages caused by armed groups in the jurisprudence of the Colombian Council of State.”
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			Prólogo


			En la lucha de las víctimas por ser escuchadas, atendidas y restablecidas, no siempre lograda, descansa el cambio de paradigma que significa contar en nuestro ordenamiento con un principio general que hace al Estado responsable por daño antijurídico, objetivamente imputable, por acción u omisión —sin otra consideración—, acorde con los estándares internacionales resultados de la concienciación madura de que de la reparación integral del daño hace creíbles las garantías y el respeto de los derechos humanos.

			La asamblea constituyente que redactó la Carta Política que hoy nos rige se enfrentó a la alternativa de asumir el recorrido jurisprudencial que había logrado aproximarse a la responsabilidad estatal o superarlo, privilegiando, en lugar de la falla en el servicio, regímenes objetivos de mayor respuesta al dolor de las víctimas. No se habría logrado reparar a doña Vitelia Duarte —se dijo— de haberse sustentado en la falla en el servicio la reparación del daño que le fue ocasionado por la destrucción de su propiedad, dada la correspondencia de la actuación estatal con el sometimiento del peligroso delincuente que desde el inmueble enfrentó a la autoridad. Hay que ampliar la responsabilidad del Estado —se insistió, de manera convincente, al punto que la propuesta fue acogida—, para lo cual se dejó en claro la necesidad imperativa de desplazar el centro de gravedad de la conducta del agente estatal a la antijuridicidad del daño.

			El presente trabajo, en el que se analizan en seis capítulos algo más de doscientas decisiones proferidas por la Sección Tercera del Consejo de Estado, en respuesta a igual número de acciones o medios de control instaurados por víctimas de daños causados en el marco del conflicto armado interno, refleja la fortaleza de la construcción jurisprudencial anterior a la Constitución de 1991, en cuanto no se vislumbra con claridad el desplazamiento del centro de la responsabilidad estatal hacía el daño antijurídico, ya fuere porque la condena se sustenta en la acción u omisión indebida del agente estatal, o porque, así en la decisión se prescinda de cualquier calificativo, este se encuentra, se advierte y se señala. Igual acontece con el daño especial y con el riesgo excepcional, considerados indistintamente fundamentos de la responsabilidad estatal o de la imputación, en el entendido de que, en todo caso y bajo cualquier comprensión, un título de imputación habrá de sostener la decisión ya fuere para absolver o para condenar.

			Resulta de gran valor la concreción a la que arriban los cinco integrantes del Semillero de responsabilidad estatal de la Universidad del Rosario, bajo la dirección del profesor Hugo Arenas, fruto del interés en lograr la siempre bien intencionada búsqueda de la unidad en la jurisprudencia, de ordinario esquiva tratándose de la disciplina de la responsabilidad, gobernada, a la luz del artículo 90 constitucional por el daño antijurídico, esto es, por la situación de cada víctima individual y cualitativamente diferente, y por lo mismo extraña a la abandonada concepción hegemónica de los títulos de imputación, considerados necesarios ante la encrucijada por la que transitó la jurisprudencia civil y contencioso administrativa en la búsqueda de un denominador común, para hacer de Colombia un Estado responsable.

			Entre las conclusiones, sobre la unidad de la jurisprudencia del Consejo de Estado, todas de gran valía, a las que arriba el saber compartido de los integrantes del semillero y su director, en lo relativo a las decisiones sobre responsabilidad por tomas guerrilleras, me interesa detenerme en las distinguidas con los romanos v), vi) y vii), en las que es dable advertir que en la jurisprudencia se insiste hacer de la conducta legítima o ilegítima de la administración la columna vertebral de la responsabilidad, así: “No existirán [sic] responsabilidad a cargo del Estado en aquellos eventos en que los ataques sean cometidos de forma indiscriminada o cuya finalidad sea el crear pánico y zozobra entre la población civil, a menos que sea acreditado que el ataque fue facilitado por la existencia de una falla del servicio con relación al servicio de seguridad”; “Cuando la acción u omisión del Estado que produce el daño es ilegítima e imputable a este, el fundamento de la responsabilidad lo constituye la falla del servicio”; “Cuando la acción es legítima, pero genera un riesgo que guarda relación especial con la concreción del daño, asumido para la realización de ciertos deberes legales y constitucionales asignados, será objeto del régimen de riesgo excepcional”.

			Hacer de la responsabilidad estatal un espacio de encuentro, con capacidad de restablecer el tejido social, pasa por entender, de una parte, a quienes, siendo pobladores de los lugares afectados por las tomas guerrilleras, accedieron a la justicia en demanda de ser escuchados, como víctimas del injusto acaecido, lo que comporta comprender el dolor de sus cuerpos heridos, su impotencia ante los bienes destruidos y el impacto de los momentos traumáticos vividos. Y, de otra, por despojar al Estado de la coraza de inviolabilidad decimonónica, directamente relacionada con una supuesta irresponsabilidad, superada clara e intencionalmente en la Carta Política y en los compromisos de respeto y garantía de los derechos humanos, adquiridos por Colombia con la comunidad internacional.

			Para Juan Felipe Bustamante Socha, Laura Susana Cabrera Oviedo, Johan Sebastián Castro Pinto, Wendy Loana Moyano González y Juan Camilo López Caballero felicitaciones por su incursión en la narrativa de la unidad, la que muestra con propiedad el panorama del estado en el que se encuentra la incorporación del principio general de responsabilidad por daño antijurídico en la jurisprudencia contencioso administrativa.

			Bogotá, 5 de diciembre de 2021

			Stella Conto del Castillo

			Abogada de la Universidad del Rosario

			Especialista en Derecho Comercial de la Universidad de los Andes

			Especialista en Seguros de la Pontificia Universidad Javeriana
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			Exmagistrada de la Sección Tercera del Consejo de Estado de Colombia

		


		
			Introducción


			El proceso para hacer responsable al Estado por sus actua­ciones data de hace varios siglos y fue cimentado bajo los postulados liberales de la igualdad entre los hombres, los derechos fundamentales y, especialmente, la defensa de la propiedad privada. Así mismo, esta figura jurídica fue fortalecida con la teoría alemana de la personalidad jurídica, que permitió no solo la responsabilidad de las personas naturales (funcionarios), sino de las instituciones.

			Poco a poco, se fueron construyendo sus fundamentos sobre la concepción de que cada individuo debía responder por sus propios daños; por los de las personas que estuvieran bajo su cuidado; por las actividades que tenían a su control y hasta por los daños causados por terceros, que inicialmente fueron entendidos como una causal de exoneración.

			Con base en estas ideas, traspasadas al derecho colombiano se empezaron a reconocer los daños causados por los enemigos del Estado, a partir de la segunda mitad del siglo xix, tradición jurídica que se mantuvo por las altas cortes y que conserva hasta nuestros días el Consejo de Estado de Colombia.

			A pesar de que, en la actualidad, es indudable la posibilidad de reconocer los daños causados por los grupos armados ilegales (denominados como guerrillas o paramilitares), el Consejo de Estado ha fijado claros parámetros generales para su identificación, pero estos, pese a su importancia, no son conocidos por los operadores jurídicos.

			Ante tal vacío, era necesario tanto desde la academia como desde la práctica jurídica lograr sistematizar esta jurisprudencia para que abogados, jueces, litigantes y todo el que quiera conocer el complicado mundo de la responsabilidad estatal pueda acceder fácilmente a dicha información.

			Este texto parte de la premisa de que el Consejo de Estado de Colombia tiene una jurisprudencia uniforme en materia de responsabilidad extracontractual estatal por los daños causados por los grupos ilegales en nuestro territorio.

			Sobre este libro se debe aclarar que fue escrito por los cinco integrantes del Semillero de responsabilidad estatal de la Universidad del Rosario, bajo mi dirección, estudio que inició hace más de dos años y que hasta ahora se pudo materializar por su gran dificultad, puesto que en esta investigación se tuvieron que analizar más de 500 sentencias, de las cuales se seleccionaron 200 emitidas entre 2011 y 2021 por el máximo Tribunal de lo Contencioso Administrativo.

			Así mismo, que me encargué de la escritura del primer capítulo para establecer los marcos teóricos más amplios que ha tenido el máximo Tribunal de lo Contencioso Administrativo y que son los que orientan sus sentencias en la actualidad, los cuales son: el control de convencionalidad, el control de constitucionalidad y la reparación integral de los daños; mientras que cada uno de los otros cinco autores redactó un capítulo sobre los ejes temáticos que conforman este escrito.

			El resultado de este trabajo se materializó en la obra La responsabilidad estatal por los daños causados por los grupos armados en la jurisprudencia del Consejo de Estado de Colombia, dividida en los siguientes seis capítulos: 1. La responsabilidad estatal por los daños causados como consecuencia del comportamiento de los grupos armados: algunos parámetros jurisprudenciales establecidos por el Consejo de Estado de Colombia (Hugo Andrés Arenas Mendoza); 2. Responsabilidad extracontractual del Estado por los secuestros extorsivos en el marco del conflicto armado (Juan Felipe Bustamante Socha); 3. La responsabilidad del Estado por el homicidio de civiles por grupos al margen de la ley (Wendy Loana Moyano González); 4. La responsabilidad del Estado colombiano por el asesinato de servidores públicos en el marco del conflicto armado colombiano (Laura Susana Cabrera Oviedo); 5. La responsabilidad patrimonial extracontractual del Estado por los daños producidos con ocasión de los ataques subversivos contra estaciones de policía (Juan Camilo López Caballero); y 6. La uniformidad jurisprudencial en las decisiones del Consejo de Estado en los casos de tomas guerrilleras (Johan Sebastián Castro Pinto).
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			Capítulo 1


			La responsabilidad estatal por los daños causados como consecuencia del comportamiento de los grupos armados: 
algunos parámetros jurisprudenciales establecidos por el Consejo de Estado de Colombia


			Hugo Andrés Arenas Mendoza*

			Introducción


			A grandes rasgos se puede afirmar que en la historia de la responsabilidad patrimonial estatal se han presentado diversas fases de desarrollo, así los primeros cimientos partían de que cada persona solo debía reparar los daños que causara directamente por su acción; posteriormente, por sus propias omisiones; con el pasar del tiempo, se evidenció que también podía responder por el comportamiento de las personas (o los animales) que tenía a su cargo; adicionalmente, se amplío a algunas actividades de las que tenía el control; y, finalmente, se ha considerado la posibilidad excepcional de que se genere responsabilidad estatal por las lesiones causadas por terceros.

			Aunque resulta claro que la regla general es que los daños causados por terceros deben ser reparados por estos, con el trascurrir del tiempo se planteó la posibilidad de responsabilizar al Estado por los daños causados tanto en las guerras externas como internas a los funcionarios públicos y a la población civil.

			Esta discusión se extendió rápidamente al derecho colombiano, concretamente a los daños provenientes de actuaciones de los grupos al margen de la ley, donde se tuvo que analizar a la luz de tres grandes dificultades principales: la primera es que por regla general cada persona debe responder por los daños que causa (esto se ha extendido a los que tienen a su cargo por cuestiones de capacidad legal, por elegirlos para alguna actividad, por su deber de vigilancia, etc.) y solo excepcionalmente se responderá por actividades de terceros, y tan es así que el hecho de tercero exonera al Estado;1 la segunda es que en el derecho comparado se ha evidenciado que cada país, por medio de su órgano legislativo, es el que decide si se indemnizarán los daños ocasionados como consecuencia de la guerra;2 y el tercer obstáculo es que se ha demostrado que, al tratarse de un hecho de tercero, solo se podría condenar al Estado por omisiones o retardos en su actividad.3

			A pesar de las dificultades planteadas, revisando la historia del derecho administrativo colombiano, se puede afirmar que desde el siglo xix se encuentra evidencia de que se puede responsabilizar patrimonialmente al Estado por los daños causados por los grupos armados enemigos. Concretamente, se debe recordar que desde la sentencia de 1865 la Corte Suprema Federal empezó a reconocer daños causados a los extranjeros por las guerrillas (enemigas del Estado federal) y desde la sentencia de 1866 se reconocerán los daños causados a los nacionales por parte de grupos que estaban en contra del Estado, todo esto como consecuencia de la guerra de 1860 a 1861. Tendencia que se mantuvo por los daños causados en la guerra civil de 1876 a 1877.4

			Esta tradición fue mantenida por la Corte Suprema de Justicia, que continuó emitiendo sentencias donde se reconocían los daños causados en las guerras civiles por las guerrillas opositoras al gobierno,5 y, posteriormente, el Consejo de Estado heredó esta competencia a partir de 1914 conociendo los daños generados como consecuencia de las guerras.6

			En este orden de ideas, dejando de lado este ejercicio de arqueología jurídica, que ha permitido examinar la amplia tradición en nuestro país de reconocer daños causados por los grupos ilegales o enemigos del Estado y que se encuentra vigente en la jurisprudencia de nuestras altas cortes (Corte Constitucional y Jurisdicción Especial para la Paz), corresponde explicar los lineamientos generales que en la actualidad sigue el Consejo de Estado para determinar los casos en que el Estado debe responder patrimonialmente por los daños causados por los grupos armados ilegales. Esto se fundamenta, como lo afirma Enrique Gil, en que

			si la lucha es contra el Estado y el atentado terrorista es un ataque a él, debe tenerse en cuenta que el Estado goza de privilegios, que los ciudadanos contribuyen con sus cargas, deberes y obligaciones a la organización sociopolítica y a la fuerza pública, contribución que es impuesta equitativamente, de allí que con la misma razón pueda deducirse que cuando el Estado es objeto de actos desestabilizadores, debe reparar los daños sufridos por quienes fueron ajenos a ese objetivo directo, que no fue la víctima misma, sino la organización política de la cual el individuo forma parte.7

			Antes de continuar con este análisis, se debe aclarar que existe una discusión sobre el número de los elementos configuradores de la responsabilidad estatal;8 sin embargo, en este escrito se adoptará la postura de que son tres para el caso concreto de los daños provenientes de las actuaciones de los grupos armados ilícitos colombianos, es decir, el daño, el comportamiento del agente y la relación de causalidad (o de imputación). Así mismo, es indispensable que no se presente alguna causal de exoneración; por ejemplo, el daño no existió, la persona que lo causó no puede generar la responsabilidad estatal, ocurrió una fuerza mayor, sucedió un caso fortuito, se evidenció que el hecho fue causado por un tercero, existió culpa de la víctima o se presentó una causal de justificación del derecho penal (aplicable al derecho administrativo).

			Del mismo modo, siguiendo a Jaime Santofimio, se debe tener en cuenta que en los casos de lesiones ocasionadas por grupos armados ilegales “el daño antijurídico en este tipo de evento no se reduce solo a la constatación de la muerte o lesiones de las víctimas, sino que puede comprender pluriofensivamente, de manera tal que con un mismo hecho material se produce la afectación, vulneración o violación de otros derechos o bienes jurídicos tutelados, […]”.9

			Otra premisa con la que se coincide en este capítulo es la importancia de la previsibilidad de la ocurrencia del hecho para que se configure la responsabilidad estatal o, como lo explica Ramiro Saavedra:

			Ante todo hay que distinguir las situaciones en que el acto terrorista es previsible, descubierto o anunciado, caso en que el Estado debe desplegar todos los medios a su alcance para impedirlo o al menos reducir sus efectos en la mayor medida posible, y el acto que es totalmente imprevisto, característica habitual de esa clase de ataques, frente al cual no es posible alegar la responsabilidad del Estado, por lo que cae en el marco de las previsiones de reparación contempladas en leyes de naturaleza solidaria. En el primer caso, la omisión del ente público configura una falla del servicio que lo hace responsable, con todas las consecuencias correspondientes. En el segundo, la ocurrencia del acto terrorista pone en movimiento el procedimiento legal que culmina en el otorgamiento de una compensación.10

			Con base en todo lo anterior, con el propósito de lograr una aproximación tanto doctrinal como jurisdiccional sobre los principales lineamientos que debe seguir el Consejo de Estado de Colombia acerca de la disciplina de la responsabilidad estatal derivada del comportamiento de los grupos ilegales, se han seleccionado cuatro temas, los que se abordarán, primero, desde un marco teórico y, segundo, citando sentencias del Consejo de Estado, para ver cómo ha sido su aplicación en la práctica.

			En este sentido, en consonancia con la metodología propuesta, este capítulo se divide en los siguientes apartados: 1.1. La constitucionalización de la responsabilidad estatal y su impacto en la responsabilidad estatal por daños causados por grupos ilegales; 1.2. La introducción del control de convencionalidad en la jurisprudencia del Consejo de Estado por actuaciones de los grupos guerrilleros; y 1.3. La reparación integral estatal por los daños causados por los grupos armados ilegales.

			1.1. La constitucionalización de la responsabilidad estatal y su impacto en la responsabilidad estatal por daños causados por grupos ilegales


			La constitucionalización o irradiación11 del texto constitucional a las normas de derecho administrativo se ha evidenciado también en el derecho colombiano, fenómeno que se ha fortalecido con la Constitución de 1991.

			Particularmente, en materia de los daños causados por el Estado, el artículo 90 ha elevado a rango constitucional el régimen de responsabilidad estatal, textualmente señalando: “Artículo 90. El Estado responderá patrimonialmente por los daños antijurídicos que le sean imputables, causados por la acción o la omisión de las autoridades públicas […]”.12

			Con el propósito de conocer un poco sobre el impacto que ha tenido este cambio, a continuación se abordarán los siguientes temas: 1.1.1. Aspectos primordiales de la constitucionalización de la responsabilidad estatal en Colombia y 1.1.2. El impacto de la constitucionalización de la responsabilidad estatal en los daños causados por los grupos ilegales.

			1.1.1. Aspectos primordiales de la constitucionalización de la responsabilidad estatal en Colombia


			Aunque la responsabilidad estatal en Colombia tiene más de 150 años, el fenómeno de la constitucionalización del derecho de daños se empezó a materializar en la segunda mitad del siglo xx con el desarrollo del Estado social de derecho y requirió un abandono de las disposiciones legales hacia un fundamento constitucional.13

			Y solo desde hace 30 años, con la expedición de la Constitución Política de 1991, se presentó la creación de una norma constitucional sobre la materia. De esta forma, la Constitución de 1991 impactó en el régimen de responsabilidad, creando un nuevo marco jurídico de interpretación en la materia. Fue así como el artículo 86 del Código de Proceso Administrativo o Decreto 1 de 1984, que desarrollaba el tema de la acción de reparación directa,14 fue reemplazado por el artículo 140 de la Ley 1437 de 2011 o Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo (cpaca), que precisó:

			En los términos del artículo 90 de la Constitución Política, la persona interesada podrá demandar directamente la reparación del daño antijurídico producido por la acción u omisión de los agentes del Estado.

			De conformidad con el inciso anterior, el Estado responderá, entre otras, cuando la causa del daño sea un hecho, una omisión, una operación administrativa o la ocupación temporal o permanente de inmueble por causa de trabajos públicos o por cualquiera otra causa imputable a una entidad pública o a un particular que haya obrado siguiendo una expresa instrucción de la misma.

			Las entidades públicas deberán promover la misma pretensión cuando resulten perjudicadas por la actuación de un particular o de otra entidad pública.

			En todos los casos en los que en la causación del daño estén involucrados particulares y entidades públicas, en la sentencia se determinará la proporción por la cual debe responder cada una de ellas, teniendo en cuenta la influencia causal del hecho o la omisión en la ocurrencia del daño.15

			Como se puede observar, en el artículo 140, que abordó el tema de la pretensión de reparación directa, desde el primer inciso el legislador hace referencia a la propia norma fundamental, citándola y reconociendo su contenido como vinculante, lo que fácilmente demuestra el fenómeno de la constitucionalización.

			1.1.2. El impacto de la constitucionalización de la responsabilidad estatal en los daños causados por los grupos ilegales


			Con el propósito de conocer un poco sobre el manejo del tema que ha dado el Consejo de Estado a la responsabilidad estatal como consecuencia de los daños causados por los grupos ilegales, se hará referencia a tres sentencias en que se menciona textualmente tal materia.

			1.1.2.1. Toma estación de policía


			En el departamento de Nariño, la guerrilla de las farc realizó un ataque a la estación de policía. Al estudiar los hechos, el Consejo de Estado sostuvo que la actuación del grupo armado fue contraria a los derechos humanos, debido al tipo de armamento empleado, al maltrato a los militares y a los secuestros efectuados, por lo que el tribunal condenó por falla del servicio, por el incumplimiento de las funciones estatales al ser garante de los derechos fundamentales de los oficiales. Al respecto afirmó:

			Con la Carta Política de 1991 se produjo la “constitucionalización” de la responsabilidad del Estado y se erigió como garantía de los derechos e intereses de los administrados […], sin distinguir su condición, situación e interés […].

			La responsabilidad de la administración, en cambio, se articula como una garantía de los ciudadanos, pero no como una potestad […]; los daños cubiertos por la responsabilidad administrativa no son deliberadamente causados por la administración por exigencia del interés general, no aparecen como un medio necesario para la consecución del fin público […].16

			1.1.2.2. Muerte de soldado en toma a base militar


			Las farc atacaron una base militar, secuestraron a 60 soldados y masacraron a otros 30, incluyendo al familiar de los demandantes. En este caso, violatorio del derecho internacional humanitario, el Consejo de Estado condena por falla del servicio, entre otras cosas, por la ubicación de la base, el cambio de personal más inexperto, el defectuoso armamento, la falta de entrenamiento, la falta de mecanismos de defensa y el no cumplimiento de los patrullajes de la zona. Al respecto precisó:

			Desde esa perspectiva, es claro que el derecho de daños ha tenido transformaciones de diversa índole que han significado que se ajuste a las nuevas perspectivas, desarrollos, riesgos y avances de la sociedad. De otro lado, lo que podría denominarse como la “constitucionalización del derecho de daños”, lleva de la mano que se presente una fuerte y arraigada imbricación entre los principios constitucionales y aquellos que, en el caso colombiano, se encuentran contenidos de antaño en el Código Civil.17

			1.1.2.3. Soldado que sufrió un accidente en operaciones antiguerrilleras


			Dentro de una operación, un grupo de soldados estaba patrullando cerca de su base militar, cuando fueron atacados sorpresivamente por fuerzas guerrilleras, por lo que tuvieron que esconderse; desafortunadamente, un soldado, al intentar protegerse, pisó una piedra y cayó por un barranco por más de diez metros sufriendo lesiones permanentes tanto en su espalda como en su rodilla. Para el Consejo de Estado, hay responsabilidad por daño especial, pues se ha producido un rompimiento de la igualdad en las cargas públicas. De este modo, concluyó:

			Desde esa perspectiva, es claro que el derecho de daños ha tenido transformaciones de diversa índole que han significado que se ajuste a las nuevas perspectivas, desarrollos, riesgos y avances de la sociedad. De otro lado, lo que podría denominarse como la “constitucionalización del derecho de daños”, lleva de la mano que se presente una fuerte y arraigada imbricación entre los principios constitucionales y aquellos que, en el caso colombiano, se encuentran contenidos de antaño en el Código Civil.18

			1.2. La introducción del control de convencionalidad en la jurisprudencia del Consejo de Estado por actuaciones de los grupos guerrilleros


			Para poder comprender los desarrollos teórico-prácticos en materia de responsabilidad estatal por los daños causados por los grupos ilegales, es necesario hacer referencia al control de convencionalidad, que se puede definir como “[…] un mecanismo de control de la actividad estatal que complementa a los tradicionales de legalidad y de constitucionalidad, que permite al juez administrativo incorporar en su decisión toda la normatividad necesaria, incluyendo la internacional, para dar la mejor respuesta posible a un caso concreto y así amparar plenamente los derechos de los asociados”.19

			De esta manera, los jueces colombianos están obligados a seguir la jurisprudencia internacional; particularmente, el Consejo de Estado de Colombia ha venido incorporando en sus decisiones el control de convencionalidad con base en la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derecho Humanos.

			Con el propósito de presentar brevemente esos desarrollos dogmáticos y jurisprudenciales actuales en el derecho colombiano, se debe hacer referencia a los siguientes temas: 1.2.1. Nociones fundamentales sobre el control de convencionalidad colombiano y 1.2.2. La utilización del control de convencionalidad en las decisiones del Consejo de Estado por actuaciones de grupos guerrilleros.

			1.2.1. Nociones fundamentales sobre el control de convencionalidad colombiano


			Es normalmente aceptado que los jueces en los Estados sociales de derecho deben realizar tanto un control de legalidad como de constitucionalidad para garantizar los derechos de los asociados. Del mismo modo, el derecho actual está exigiendo a los miembros de las jurisdicciones20 que se lleve a cabo un control complementario que incorpore recurrir a fuentes de derecho externas al ordenamiento jurídico de cada país, lo cual busca que se protejan los tratados y convenciones suscritas por los Estados; a esta necesidad de recurrir a dichas normas internacionales se le ha denominado control de convencionalidad.21

			Esto mismo sucede con la jurisprudencia del Consejo de Estado, que en sus providencias está llamado a realizar un control de convencionalidad, consistente en consultar las sentencias de otras cortes internacionales y, principalmente, las de la Corte Interamericana de Derechos Humanos.22

			Se puede hacer una breve aproximación a la noción de control de convencionalidad que efectúa el máximo Tribunal de lo Contencioso Administrativo partiendo de la definición expuesta por la Sección Tercera en una sentencia de unificación del 28 de agosto de 2014, con ponencia del consejero Ramiro Pazos, quien sostiene:

			En ese orden, si bien el control de convencionalidad, visto como una técnica de orden estatal, le sirve al juez de daños para ejercer un control objetivo de constatación del cumplimiento de obligaciones internacionales, también le sirve para confrontar la posible abstención de una obligación de hacer, que nace de un estándar funcional de origen internacional, de allí que, en caso de concretarse un daño antijurídico, este le puede ser imputable al Estado.23

			1.2.2. La utilización del control de convencionalidad en las decisiones del Consejo de Estado por actuaciones de grupos guerrilleros


			El Consejo de Estado colombiano ha venido incorporando un análisis de derecho internacional y de control de convencionalidad en sus sentencias, con el propósito de seguir los lineamientos de la Corte Interamericana de Derechos Humanos y, de esta manera, lograr una protección más adecuada para las víctimas.

			Así, corresponde resaltar tres sentencias que demuestran la utilización de la convencionalidad en casos en que los grupos ilegales originan algunos hechos que desembocan en la responsabilidad estatal.

			1.2.2.1. Atentado contra un líder sindical que tuvo que exiliarse


			Un líder sindical había sido fuertemente amenazado por grupos ilegales, por lo que solicitó la protección estatal de diversas formas. No obstante la situación de violencia generalizada contra los sindicatos en la ciudad, las autoridades nacionales no le brindaron ninguna medida especial de protección. Un día en que se desplazaba en un taxi en Medellín le dispararon unos delincuentes desde una moto, por lo que tuvo que ser llevado a un hospital, y después de atenderlo quedó con limitaciones funcionales y estéticas. De esta manera razonó el Consejo de Estado:

			En este orden de ideas, es claro que la vulneración o amenaza a los derechos fundamentales de las organizaciones sindicales y/o de las personas que las integran está prohibida, por la normativa internacional como nacional, de allí que el Estado no debe tolerar o permitir situaciones en que se pongan en peligro a entidades o personas en condiciones de vulnerabilidad; sin embargo, lamentablemente, en el caso que nos ocupa el militante sindical fue perseguido por su condición, y sus derechos a la vida e integridad fueron gravemente transgredidos.

			Ahora bien, como quiera que existen medios de convicción que permiten inferir que el afectado solicitó protección y que ésta no le fue prestada de forma eficiente, es posible endilgar responsabilidad al Estado en el caso concreto, en virtud a que el daño antijurídico se produjo por la omisión en sus deberes.24

			1.2.2.2. Masacres efectuadas por paramilitares en Pichilín


			En el departamento de Sucre, un grupo de paramilitares pertenecientes a las denominadas Autodefensas Unidas de Colombia detuvo a varias personas, las amarraron colocándolas en estado de indefensión y, posteriormente, las acribillaron, causando la muerte de catorce personas, al considerarlas colaboradores de la guerrilla. Desafortunadamente, se comprobó que había responsabilidad estatal, puesto que las autoridades militares y policiales contribuyeron a la ocurrencia del hecho con sus omisiones, dejando a los ciudadanos indefensos ante estos grupos ilegales. En el caso particular, el Consejo de Estado dispuso:

			Así las cosas, concluye la Sala, que a la nación —Ministerio de Defensa, Policía y Armada Nacional— se les debe imputar el daño antijurídico y por lo tanto, debe responder patrimonialmente por el mismo, pues está demostrado el incumplimiento del deber convencional, constitucional y legal de seguridad y protección que le era exigible en relación con la vida de los señores: Manuel María Vergara Villalba, José Daniel Rivera Cárdenas, Federmán Rivera Salgado, Manuel de Jesús Pérez Gómez y Denis José Ruiz Rodríguez; y a los bienes de Julia María Sierra de Narváez, razón por la que se declarará la responsabilidad de las entidades demandadas.25
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